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RESUMEN 

  

La vulneración de derechos esenciales garantizados en la Constitución del Ecuador, así como en 

los tratados y organismos internacionales a los que el Ecuador se encuentran adheridos, son 

constantemente soslayados por la presencia del articulado para la contratación de servicios 

ocasionales de funcionarios públicos; quienes constantemente han sufrido del abuso y la mala 

utilización de este mecanismo para contratar personal, disfrazando un sistema de uso 

exclusivamente temporal para convertirlo en un método permanente sin opción al beneficio de la 

estabilidad y los derechos que un trabajador adquiere de acuerdo a la ley; irrespetando la normativa 

que establece los requisitos principales para que se sometan dichas contrataciones. 
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ABSTRACT 
 

 

Summary 

 

 

The violation of essential rights guaranteed in the Constitution of Ecuador, as well as in the 

treaties and international organizations to which Ecuador is attached, are constantly ignored by 

the presence of the articles for the hiring of occasional services of public officials; who have 

constantly suffered from the abuse and misuse of this mechanism to hire personnel, disguising 

a system of temporary use only to turn it into a permanent method without option to the benefit 

of stability and the rights that a worker acquires according to the law; disrespecting the 

regulations that establish the main requirements for these hiring to be submitted. 
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INTRODUCCIÓN 
 

VULNERACIÓN DE LA ESTABILIDAD LABORAL DEL SERVIDOR PÚBLICO EN 

EL ECUADOR 
 

El derecho laboral es un derecho humano a nivel mundial, consagrado en la Declaración de los 

Derechos Humanos, que tiene como fin principal la protección de los derechos esenciales del 

hombre y la creación de circunstancias que le permitan progresar espiritual y materialmente y, 

alcanzar la felicidad.  

Este derecho esencial fue insertado en la Constitución de la República del Ecuador aprobada 

en Montecristi, en el año 2008, Sección octava: Trabajo y seguridad social Art. 33, en donde 

indica como un derecho al trabajo y un deber social, adicionando como un derecho económico, 

como principal fuente de ingresos monetarios de la economía familiar, en el núcleo de la 

sociedad.   

Asimismo, se compromete a que el Estado garantizará a todas las personas que trabajan el 

pleno respeto a su dignidad, a una vida decorosa, con el recibimiento de sueldos, ingresos y 

retribuciones justas, con el desempeño de sus trabajos, que sean precautelando su salud y con 

la libre elección de escogerlo y aceptarlo.  

Es así, como el derecho laboral se convierte en un derecho constitucional de la República del 

Ecuador, abarcando a los trabajadores privados y públicos, sin distinción de raza, sexo, 

condición económica o religión. 
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No obstante, existen leyes elaboradas y aprobadas por los legisladores para cada sector (público 

y privado) para así precautelar el ordenamiento jurídico y el respeto, con la intención de vivir 

en armonía y en paz. 

El Código del Trabajo vigente es el cuerpo legal que regula a los trabajadores del área privada, 

mientras que la Ley Orgánica del Servicio Público regula a los trabajadores en función pública. 

Cabe señalar que el trabajador público, para desempeñarse en su cargo de una forma técnica y 

administrativa, está anexado al equipo estatal, amparado en la normativa del Derecho Público, 

sometidos al régimen laboral que establece La Ley Orgánica del Servicio Público (LOSEP), 

publicada en el mes de noviembre del año 2010. 

Mientras, que antes del 2010 se regían por la normativa de la Ley de Servicio Civil y Carrera 

Administrativa (Loscca), aprobada por el Congreso Nacional de ese entonces, en el año 2002. 

En el presente trabajo, como líneas directas de investigación abarcaremos a la cultura como 

principio de los trabajadores del Ecuador; la sociedad, que está integrada por el núcleo de las 

familias, entre ellas, el común trabajador / trabajadora ecuatoriano y la democracia, al vivir en 

un país libre y democrático, con la potestad de emitir nuestras ideas y planteamientos de manera 

generalizada. 

Abordaremos el irrespeto de parte de las instituciones públicas, por no acatar las disposiciones 

legales de la Losep y las vulnerabilidades que se registran en contra del funcionario público. 

Como sublínea de investigación, destacaremos la promoción de la calidad de vida laboral en 

las organizaciones que fortalezcan el desarrollo del potencial humano, individual y social, ante 

una cultura jurídica y derechos humanos que precautelan el debido proceso y el respeto a la 

ley. 
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La propuesta está basada en la recopilación y análisis de un caso, en donde denota el abuso 

autoritario y la falta de conocimientos de quienes lideran el Departamento de Talento Humano 

de la institución del caso. 

Al finalizar el presente trabajo, se propone la aplicación de un plan de difusión para precautelar 

la estabilidad laboral del empleado público, respetando el debido proceso, en concordancia con 

la Losep y la Constitución. 

El caso prevé documentos emitidos por una institución pública, el debido análisis jurídico, en 

concordancia con la jurisprudencia y las consecuencias del mal proceder en la emisión de 

notificaciones de acciones de personal para el Estado ecuatoriano. 
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CAPÍTULO I 
 

1.- PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
 

1.1.- Escenario laboral en el Ecuador 

 

A finales del siglo XIX e inicios del siglo XX aparecen los primeros núcleos de la clase obrera 

en el país, quienes buscaban constantemente mejores salarios, reducción de la jornada laboral 

y la obtención de derechos laborales, tras la abolición del esclavismo el 24 de julio de 1851, 

cuando el General José María Urbina asumió el poder y expidió el decreto para liberar a los 

esclavos. Un año más tarde la Asamblea Nacional Constituyente ratificó dicha ordenanza, el 

18 de septiembre. 

El 10 de agosto de 1909 se realizó el Primer Congreso Obrero Ecuatoriano, con motivo del 

Centenario del Primer Grito de Independencia.  

En 1911, por iniciativa de la Asociación de Abastecedores del Mercado de Guayaquil, se 

conmemoró, por primera vez, el Primero de Mayo, y por ello, los trabajadores ecuatorianos 

continuaron recordando en los siguientes años.  

Por esta razón el gobierno de Leonidas Plaza Gutiérrez, mediante decreto del 23 de abril de 

1915, consagró “el Primero de Mayo de cada año, día feriado para los obreros del Ecuador”.  

Al año siguiente, en 1916, se decretó en el país la jornada de 8 horas, pero el irrespeto a esta 

disposición ocasionó la huelga obrera en Guayaquil, la misma que fue reprimida el 15 de 

noviembre de 1922, con una escandalosa matanza de trabajadores. 

Reconociendo esa trayectoria de luchas la Revolución Juliana de 1925, además de modernizar 

al Estado, institucionalizó la atención a las clases trabajadoras mediante la creación del 

Ministerio de Previsión Social y Trabajo, la Caja de Pensiones, la expedición de las primeras 
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leyes laborales e incluso la introducción del impuesto a la renta, del que fueron excluidas las 

clases asalariadas.  

Tras esos primeros esfuerzos, recién en 1938 se dictó el Código del Trabajo, con principios 

fundamentales de protección a los trabajadores y las garantías básicas de sus derechos. En 

décadas posteriores se incorporaron nuevas instituciones y derechos para la protección a las 

clases trabajadoras del Ecuador.  

En lo que respecta al Servicio Civil en el Ecuador, la administración de recursos humanos 

sufrió varios cambios los que han evolucionado de manera sinuosa desde sus inicios hasta el 

momento de su institucionalización.  

Con el pasar de los años y del constate cambio en regímenes políticos, dentro del Ecuador se 

crearon varias instituciones con la intención de preservar la gestión de los funcionarios 

públicos.  

Es así que en el año de 1964, se crea la Dirección Nacional de Personal (DNP), bajo un 

dictamen de la Junta Militar de ese entonces, integrada por el Capitán de Navío Ramón Castro 

Jijón, de la Marina: Crnel. Luis Cabrera Sevilla, del Ejército: y Tnte. Crnel. Guillermo Freile 

Posso, de la aviación: junto con el senador funcional por las Fuerzas Armadas, Crnel. Marcos 

Gándara Enríquez, al ser una de las preocupaciones principales, la estructuración de un sistema 

que permita un adecuado manejo de las instituciones que se encargan de la administración de 

los recursos humanos públicos, para lograr un Estado consolidado. 

La Secretaría Nacional de Desarrollo Administrativo (SENDA), creada en el año de 1989, sin 

que se disolviera completamente la DNP, entidad que fue absorbida y se convirtió en una 

institución dependiente, fue considerada como un órgano caotizante para el sector público, 

debido a diversos factores, entre los que destacan sus excesivas contrataciones, falta de control 

de horarios del personal y descontrol del pago de remuneraciones a los empleados.  
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Esta entidad fue disuelta en 1993. 

La falta de capacidad y productividad de los burócratas de la década del 90, fue uno de los 

elementos que propiciaron la implementación de un cambio en las formas tradicionales de 

administrar los servicios públicos.  

La gestión pública fue orientada hacia el paradigma de la eficiencia, introduciendo técnicas de 

la administración privada, con los intentos de transformar la administración tradicional y se 

abocaron a dar paso a la profesionalización del sector público con la promulgación de la Ley 

Orgánica de Servicio Civil y Carrera Administrativa (Loscca) y su Reglamento en el 2002.  

La iniciativa de modificar la Ley Orgánica de Carrera Civil y Administrativa (Loscca) 

estableció tres puntos específicos que causaron conmoción en el país y fueron de crítica 

generalizada, especialmente para las ramas de las Fuerzas Armadas del Ecuador, que fueron 

adheridos a este cuerpo legal. 

El primer punto determinó una definición para el organismo que regularía los procesos de 

Talento Humano e ingresos económicos para los funcionarios públicos. 

El segundo punto se relacionó a los beneficios por jubilación de los servidores públicos, en 

donde estableció que dichos beneficios se podrían pagar con bonos del Estado, es decir, con 

títulos de deuda pública y no con dinero en efectivo y, finalmente, el punto más polémico 

constituyó la derogatoria de las normas que reconocen bonificaciones, comisiones o estímulos 

económicos de cualquier tipo para los servidores públicos, incluidos a los miembros de las 

Fuerzas Armadas y Policía Nacional. 

1.1.1.- Ley Orgánica de Servicio Público 

 

Con estos antecedentes entra en vigencia la Ley orgánica de Servicio Público (Losep), 

difundida en el Segundo Suplemento del Registro Oficial 294, del 6 de octubre de 2010. Y 
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desde ahí,  el Ministerio de Relaciones Laborales (MRL) se convirtió ya no solo en el ente 

regulador de unas 80 mil personas, sino que ascendía a unos 470 mil servidores públicos, pues 

se incluyó al personal de las Fuerzas Armadas, de la Función Legislativa y Judicial y alrededor 

de 40 mil elementos de la Policía Nacional, con el objetivo de cumplir el Mandato 

Constitucional del 2008,  que a partir de ese año el Ecuador dejó de tener una Constitución 

Política y pasó a ser un Estado Constitucional de Derechos y Justicia Social. 

Posteriormente, en el año 2011, se creó el Instituto Nacional de la Meritocracia, adscrita al 

Ministerio de Relaciones Laborales del Ecuador, con el objetivo de garantizar la aplicación de 

la Meritocracia en las instituciones públicas del Ecuador, en un sistema, supuestamente técnico 

de méritos en competencias, habilidades, capacidades, destrezas y valores, para la selección 

idónea del servicio público, con la intención y aspiración de mejorar la competitividad, 

fomentando la excelencia en las instituciones del Estado. 

En febrero del año 2016, el Gobierno Nacional ordenó la fusión del Instituto Nacional de la 

Meritocracia al Ministerio de Trabajo, a través del Decreto Ejecutivo 901, en donde explicaba 

que dicha resolución se basaba en la necesidad de la eficiencia, eficacia, transparencia, agilidad 

y productividad de las instituciones del sector público. 

Como nos percatamos con los párrafos anteriores, el escenario laboral en el Ecuador ha sido 

progresivo para la obtención de beneficios y transformarlos en derechos, hasta el punto de ser 

insertados como esenciales para el ecuatoriano / ecuatoriana. 

Y desde este aspecto, enfocaremos cómo, por aspectos políticos, desconocimiento o abuso de 

autoridad se quiebra este concepto y se vulneran los principios básicos del respeto a la ley y al 

debido proceso, recordemos además el principio de IN IUS VOCATIO, el principio de 

irretroactividad, o del principio de favorabilidad, factores principales que son soslayados en las 

instituciones públicas. 
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El personal público que ingresó a trabajar antes del 6 de octubre del año 2010, entró amparado 

en la normativa de la LOSCCA, y su respectivo reglamento. En dicha normativa indica en el 

capítulo III, sección I, habla sobre los nombramientos. (Anexo 1 capítulos de la Lossca). 

En el art. 10, detalla los nombramientos como un acto unilateral del aparato estatal, mediante 

o en representación de una autoridad, quien expide, como tal, un acuerdo, contrato o resolución, 

que otorga legalidad para ejercer una función pública, constituyendo un servicio a la 

comunidad, y en donde se destaca la capacidad, honestidad, eficiencia y eficacia. 

En el siguiente artículo se detallan las clases de nombramientos y los clasifica en cuatro 

diferentes tipos.  

El primero se determina en provisionales, los mismos que, como requisito indispensable se 

determina una etapa de prueba y se la direcciona a favor del ganador de un concurso de méritos 

y oposición, para determinar el ingreso a la carrera administrativa estatal, por un tiempo de 

unos seis meses, como lo señala el artículo 75 de la Loscca. 

El segundo tipo, ingresa como reemplazo por destitución, quien ocupará el cargo de un servidor 

público que tuviere una acción en su contra, de forma contenciosa, dentro de los términos 

legales. Este desempeñará el cargo hasta el correspondiente fallo. 

Si el servidor destituido obtiene un fallo favorable, se ordenará la restitución al cargo y quien 

lo remplace finalizará sus labores automáticamente. 

En el caso que el funcionario procesado fuera destituido definitivamente, quien ocupa el puesto 

en mención tendrá la opción de acceder al nombramiento del cargo, siempre que cumpla con 

el proceso de selección, de acuerdo a la ley y a su reglamento. 

El tercer tipo de contrato se encasilla en el reemplazo, que consiste en ejercer las funciones de 

un trabajador público ausente, por las causas de licencia, comisión de servicios sin 

remuneración. 
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En este caso, se deberá señalar expresamente el tiempo duración del contrato por el cual 

reemplaza. 

Continuamos con cuarto tipo, que es el nombramiento a puesto de dirección, quien es la persona 

que ocupará un cargo de máximo nivel de un grupo ocasional de élite profesional, en el tiempo 

que se estipule necesario. 

En el documento de contratación se deberá hacer constar su nueva remuneración. Una vez 

concluida la labor, el funcionario púbico regresará a su cargo primitivo, con las mismas 

condiciones anteriores a la designación de mayor jerarquía. 

Posteriormente, tenemos los nombramientos regulares, que nacen para cubrir vacantes 

mediante un subsistema de selección de personal, es decir cuando se cumplen todos los 

requisitos previstos en la Loscca y su reglamento, para el ingreso a una función pública. 

Continuamos con el contrato de período fijo, que son aquellos nombrados para ejercer un cargo 

público por un lapso de tiempo determinado, amparado en la ley y su reglamento. 

Los contratos de libre nombramiento y remoción son aquellos a favor de funcionarios públicos 

que tienen a su cargo una dirección, ya sea esta política, estratégica y administrativa para las 

instituciones del Estado, como lo determina en el literal b) de los artículos 93 y 94 de la Loscca. 

Aunque, los casos más mancillados son los de contrato ocasional, en esta ley anterior de la 

Loscca indica en su sección III, art 20, que los contratos por servicios ocasionales deben ser 

basados en una resolución de la SENRES, para poder suscribir los contratos, previo un informe 

que emite la UAHRS, en donde se deberá justificar la necesidad de un trabajo temporal, 

previendo el cumplimiento de los requisitos que establece la Loscca y su respectivo 

reglamento, para el ingreso al servicio civil. 

Añade, además, que se deberá contar con los recursos económicos para las partidas especiales 

para dichas adquisiciones y que no implique un aumente la masa salarial. 
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La ley en mención, establece que el plazo máximo de duración de un contrato ocasional será 

al del tiempo restante del ejercicio fiscal en curso y, que solo podrá ser renovado durante el 

proceso del siguiente ejercicio fiscal, sin sujetarse a concurso de mérito y opinión. 

Aclara, que se exceptúan de este plazo, los que, por su naturaleza, de acuerdo a un informe que 

se deberá emitir, pueda extender el tiempo al señalado del contrato, sin considerarlo como 

actividad permanente o estabilidad al servidor. 

En el mismo cuerpo legal, el art. 25 habla sobre los derechos de los servidores públicos, en 

donde claramente se destaca, en el literal a) la estabilidad del cargo, luego de pasar un lapso de 

prueba, salvo lo que indique la Loscca. 

No obstante, no se determinaba un plazo específico para la renovación de los contratos. 

Es por ello, que en la emisión del Reglamento de la Ley de Servicio Público, en el art 17 intenta 

aclarar y clasificar los nombramientos en cuatro formas a las ya detalladas en la anterior ley, 

Loscca. (Anexo II, Reglamento de la Losep). 

Primero como Permanentes: Quienes obtienen el título de ganador en el concurso, aprobados 

legalmente el tiempo de prueba. 

Después como Provisionales: Se suscriben para ocupar un lapso temporal un cargo público, 

según el  literal b) del artículo 17 de la Losep y que este sistema no generará el derecho a la 

estabilidad en el ejercicio de la función pública.  

Le sigue, el que se detalla como libre nombramiento y remoción, extendidos a favor de 

personas que ocuparán cargos de liderazgo, a favor del Estado,  

Y el último en puntualizar es el De período fijo, que consiste en nombrar a las personas a un 

cargo estatal por un tiempo determinado en la ley 



24 
 

Mientras, de forma contradictoria, la misma ley establece en el art 23 uno de los derechos 

irrenunciables de las servidoras y los servidores públicos, que es gozar de la estabilidad en su 

puesto de trabajo. 

Lo que se contra produce con las causales de la cesación de funciones, como lo dispone el 

literal e) que indica que en caso de que finalice un contrato por nombramiento provisional y 

que, si faltare requisitos para asignarse al cargo, dicha remoción no causará ninguna sanción.  

Y, por otro lado, en el reglamento de la misma ley aclara que la o el trabajador público que 

fuese contratado para un cargo con tiempo específico, finalizará sus funciones en los siguientes 

casos: 

1.- Inmediatamente que finalice el lapso de tiempo por el cual fue suscrito el contrato, sin 

requerir una formalización de acto administrativo. 

2.- Por una decisión de un ente u órgano regulador, con una remoción que no implica sanción, 

pero que en estos casos, el art 17, literal b) señala que una vez que termine el lapso de tiempo 

para los que se contrató al trabajador público, terminará si no se supera la evaluación 

correspondiente. 

Mientras, en el artículo 58 de la Losep estipula que la contratación por servicios ocasionales 

tiene una naturaleza de inestabilidad laboral, que no representa ningún derecho adquirido para 

obtener un nombramiento permanente, como se deja constar en el texto de los respectivos 

contratos. 

En la ley vigente, se refiere a que, cuando se hable de contratos ocasionales deben ser para 

cubrir una necesidad urgente y de ese momento en la institución pública. En el articulado se 

entregan las directrices para emplear personal y justificar necesidades de la institución pública 

que contrata, previo a una emisión de un informe del departamento de Talento Humanos, en 

donde constate que existe el presupuesto y disponibilidad económica para la contratación. 
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Estipula, además, que estos contratos durarán 12 meses o hasta que culmine el tiempo restante 

del ejercicio fiscal en curso y, en caso de necesidad institucional se puede renovar por una sola 

vez, hasta por el lapso de doce meses adicionales, a excepción de los casos por cargos con 

proyectos de inversión o un nivel superior.   

El mismo cuerpo legal señala que si se requiere una ocupación permanente se debe aplicar el 

artículo 66 de esta ley, que define los concursos públicos de merecimientos y oposición para 

llenar la vacante. 

En la sección 2da. Art 143 del Reglamento de la Losep claramente ratifica que se pueden emitir 

contratos de servicios ocasionales entre una institución pública y un mismo trabajador público 

en un ejercicio económico fiscal corriente, pudiendo renovarlo en el siguiente ejercicio 

económico, hasta por un año calendario. 

Finalizado este plazo no se podrá suscribir otro contrato con el mismo funcionario público y se 

deberá esperar un año calendario, para una nueva contratación.  

Cuando las diferentes instituciones del Estado contraten personal hasta el tiempo que les 

permite el artículo 58 de la LOSEP, incluyendo la renovación, si persiste la necesidad 

institucional de cumplir con actividades permanentes, la unidad de Talento Humano deberá 

desarrollar una planificación para la creación del cargo, el mismo que será agotado en el 

concurso de mérito y oposición. En el caso de que proceda la renovación del contrato de 

servicios ocasionales, no se suspenderá la relación contractual entre la o el trabajador pública 

y la institución contratante.  

La Corte Constitucional del Ecuador mediante las resoluciones N.- 258 y 309, las mismas que 

fueron publicadas en el Registro Oficial N.- 606 con fecha 12 de octubre del año 2015 y el 

Suplemento del Registro oficial N.- 866, con fecha 20 de octubre del año 2016, 
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respectivamente, declaró la constitucionalidad condicionada del texto original de la Ley 

Orgánica del Servicio Público. 

No obstante, desde la publicación en el Registro Oficial de la Losep, la contratación por 

servicios ocasionales dentro de las instituciones públicas se prostituyó y por tal razón a finales 

del mes de enero del año 2015, los asambleístas de la época, mediante una comisión especial 

debatió para eliminar los contratos ocasionales que perduren por más de 2 años consecutivos, 

ya que al cumplir más del tiempo establecido se vulnera la estabilidad laboral del funcionario 

público.  

No obstante, desde octubre del año 2011 los despidos a funcionarios públicos que renovaron 

contratos ocasionales por más de dos veces consecutivas, superando los 24 meses o dos años 

de labores, en una misma empresa pública, no se le respetó la estabilidad laboral, argumentando 

“Terminación de contrato”. 

Ante esta problemática, ante la Corte Constitucional y el Tribunal Distrital de lo Contencioso 

Administrativo se han presentado demandas constitucionales y de derecho subjetivo, 

respectivamente, para prevalecer los derechos constitucionales en tema laboral, que al 

trabajador por ley le corresponde. 

Ante esta postura el actual ministro de Trabajo, Raúl Ledesma, refirió en diciembre pasado su 

rechazo contra la inestabilidad de los trabajadores con relación a los contratos ocasionales y 

añadió que se reformarán los mismos para dar estabilidad al trabajador y no se afecten sus 

derechos. “A que no se siga disfrazando esa figura para atentar con esa estabilidad”, según una 

publicación en diario EL UNIVERSO. 

A julio del año pasado, según la Federación de Servidores Públicos, el 25 % de funcionarios 

públicos trabaja bajo la modalidad de contratos ocasionales, la misma que se convirtió en una 
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práctica recurrente de la administración pública, figura que no brinda las garantías de la 

seguridad social y un salario digno. 

Ante esta arbitrariedad, las constantes demandas y quejas de los funcionarios públicos 

contratados ocasionalmente, los asambleístas en funciones determinaron que la actividad para 

la que se requiere la contratación de personal y se prevé que, en caso de que se celebren estos 

contratos por más de 12 meses con diversas personas para la prestación de los mismos 

servicios, las necesidades institucionales se considerarán como permanentes. 

Sin embargo, la suscripción de los contratos de servicios ocasionales ha desembocado en una 

problemática que se sintetiza en la pérdida de su naturaleza temporal, porque las instituciones 

públicas contratan en forma secuencial para el mismo puesto bajo las mismas condiciones a 

distintas personas, una vez que cada una de ellas va cumpliendo el plazo máximo. 

De esta manera, se utiliza indebidamente esta modalidad de vinculación laboral para puestos 

que deberían ser ocupados mediante concurso de méritos y oposición. Además, de que, por esa 

inestabilidad laboral no existe la optimización de recursos invertidos en la capacitación que 

otorga la administración pública al servidor bajo la modalidad de trabajo ocasional. 

Con estos antecedentes, la Asamblea Nacional del Ecuador, determina necesario reformar los 

artículos 58 y 52 de la Ley Orgánica del Servicio Público, el 15 de agosto de año 2017, en el 

sentido de aclarar la temporalidad de la actividad que se requiere contratar y, que en caso de 

que la actividad para la que se requiere la contratación de personal se celebren contratos por 

más de doce meses con diversas personas, la prestación de los mismo servicios, las necesidades 

institucionales se considerarán como permanentes. 
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1.1.2.- Consecuencia del problema 

 

Ante la exposición de la problemática de la vulneración de derechos constitucionales del 

trabajador en la función pública en el Ecuador, se denota una reversión de derechos. 

La constitución de la República del Ecuador, firmada en Montecristi, en el año 2008, es un 

documento con un sistema garantista para la protección de los ciudadanos, contrarrestando los 

abusos del Estado, sobre todo cuando se viola el debido proceso, teniendo la opción de recurrir 

a la justicia constitucional para reivindicar los derechos adquiridos. 

El Ecuador es un Estado constitucional de derechos, en su artículo 11 indica que el ejercicio de 

los derechos se regirá por los siguientes principios: 

1. Los derechos se podrán ejercer, promover y exigir individual o colectivamente, ante las 

autoridades de control pertinentes, quienes deberán a su vez garantizar el cumplimiento del 

respeto a los derechos.   

2. Todas las personas están catalogadas como iguales y por ello gozan de los mismos derechos, 

deberes y oportunidades. Ninguna persona debe ser discriminada por etnia, lugar de 

nacimiento, edad, sexo, identidad de género, identidad cultural, estado civil, idioma, religión, 

ideología, filiación política, pasado judicial, condición socio-económica, condición migratoria, 

orientación sexual, estado de salud, portar VIH, discapacidad, diferencia física; ni por cualquier 

otra distinción, particular o colectiva, ya sea en un estado temporal o permanente, con el objeto 

de menoscabar o anular el reconocimiento para el goce o ejercicio de sus derechos. Ante esta 

situación, la ley sancionará cualquier intento de discriminación y el Estado promulgará medidas 

activas y afirmativa para promover la igualdad real de los ciudadanos que se sientan en un 

estado de desigualdad.  
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3. Lo que indica la Ley Suprema del Ecuador y los instrumentos internacionales de Derechos 

Humanos, son de inmediata y directa aplicación, ante cualquier funcionario público, 

administrativo o judicial, de oficio o de estimulación de parte. Para la efectividad y goce de los 

derechos y garantías constitucionales no se exigirán condiciones ni requisitos que no se 

encuentren plasmados y establecidos en la Constitución o la ley a aplicar. 

4. Ninguna norma jurídica tendrá la potestad de restringir el contenido de los derechos ni de 

las garantías constitucionales de los ciudadanos / as. 

8. Los derechos se desarrollarán de forma progresiva mediante la normativa, la jurisprudencia 

y las políticas públicas. El Estado en su pleno reconocimiento y ejercicio de los derechos 

generará y garantizará la efectividad de la aplicación de los mismos. Toda acción, omisión y 

carácter regresivo de los derechos de las personas se considerará inconstitucional. 

La importancia fundamental del tema es la precarización del trabajo en el sector público, que 

refleja un manejo político al irrespetar las garantías constitucionales del trabajador. 

El irrespetar la permanencia o renovación por más de dos ocasiones, por un tiempo de doce 

meses, o dos ejercicios fiscales, se constituyen varios contratos firmados cada determinado 

tiempo, ocasionando una sucesión, y en el Ecuador no existen los contratos sucesivos. 

Debemos recordar que constitucionalmente los derechos del trabajador son irrenunciables e 

intangibles y que será nula toda estipulación en contrario, art 326 de la Constitución, y que 

estos se basan en principios.  

En el numeral 3 del mismo articulado, establece que en el caso de que no exista claridad sobre 

el alcance de la ley en discusión, ya sean estas normativas primarias, suplementarias o 

contractuales en materia laboral, siempre se aplicarán en el sentido más favorable a las personas 

trabajadoras, aplicando el principio de favorabilidad. 
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Asimismo, El recurso de la acción Contencioso administrativa fue instaurada en nuestra 

legislación como un mecanismo de protección al individuo común frente a los actos o abusos 

de poder de la autoridad pública, con el propósito de restaurar la legalidad de las actuaciones 

del poder público que obra en ejercicio de sus funciones, respetando el derecho de legalidad al 

que se refiere la Ley Suprema en su artículo 119. 

La constitución es la norma jerárquica y prevalece sobre cualquier otro ordenamiento jurídico, 

acompañado de los tratados internacionales de Derechos Humanos ratificados y firmador por 

el Estado, que reconocen los derechos favorables y que prevalecen sobre cualquier norma 

jurídica. Artículo 424 de la Constitución vigente. 

En el artículo 427 señala que la jerarquía de las aplicaciones de las normas en el Ecuador, 

ubicándolas en el siguiente orden: La Constitución; los tratados y convenios internacionales; 

las leyes orgánicas; las leyes ordinarias; las normas regionales y las ordenanzas distritales; los 

decretos y reglamentos; las ordenanzas; los acuerdos y las resoluciones; y los demás actos y 

decisiones de los poderes públicos.  

La Constitución del 2008, artículo 229 define como servidores públicos a las personas prestan 

sus servicios laborales, ejercen un cargo, función o nombramiento en una entidad que 

pertenezca al estado ecuatoriano, y que percibirá una remuneración ser justa y equitativa, con 

relación a sus funciones, valorando el profesionalismo, los estudios, la responsabilidad y el 

desempeño histórico en su trayectoria laboral. 

Cuando exista un conflicto entre las normas jurídicas, quienes integren la Corte Constitucional, 

los juzgados, autoridades competentes, serán las personas indicadas para determinar la 

aplicación de la norma correspondiente, jerárquico superior.  
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La jerarquía normativa considerará, en lo que corresponda, el principio de competencia, en 

especial la titularidad de las competencias exclusivas de los gobiernos autónomos 

descentralizados. 

En el Ecuador, la situación del empleado público hasta el mes de octubre de 2010 era 

radicalmente diferente a la actual porque existía una estabilidad ciertamente absoluta en la cual 

se respetaban los derechos del trabajador y se determinaba el resultado de un concurso público 

de méritos y oposición, que derivaba en el otorgamiento de un nombramiento provisional y una 

vez transcurrido el período de prueba, el nombramiento definitivo.  

La consecución de un nombramiento definitivo era sinónimo de estabilidad, lo cual garantizaba 

la permanencia, desarrollo profesional, ascensos, beneficios, y una jubilación al final de los 

días laborables.  

Quienes ingresaron con esta ley LOSCCA, no se les ha respetado el principio de retroactividad, 

de apegarse a la ley, en la que iniciaron sus obligaciones laborales en el aparato estatal. 

Mientras, en la actualidad rige una infortunada estabilidad relativa para el servidor público, por 

medio de una figura que deshizo la estabilidad en el servicio público. 

 

1.1.3.- Subsistencia del problema 

 

El incremento de contratos de servicios ocasionales, el recurso de nombramientos 

provisionales, supresión de partidas, cancelación de contratos ocasionales y aplicación de la 

compra de renuncias obligatorias, generaron un evidente deterioro de la estabilidad laboral del 

trabajador en función pública.  
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El trabajo debe ser protegido y garantizado por el Estado, al constituirse como un derecho, un 

deber social y un derecho económico. El trabajo es un método de realización personal y la 

fuente primordial económica de nuestras familias. Cuando nos referimos al trabajo, denotamos 

claramente a las necesidades que el trabajador necesita para su equilibrio, estabilidad, 

seguridad social, libertad de agrupación, igualdad, entre otros. 

La subsistencia del irrespeto a estos principios en el territorio ecuatoriano no es solo un 

problema para el funcionario público, sino que constituye un problema social constituyendo un 

abuso y atropello de parte del empleador, que en este caso sería el mismo Estado, el mismo que 

debe, paradójimente, velar y precautelar por los principios y derechos esenciales del trabajador. 

La problemática social abarca al trabajador y a su familia, quienes están supeditados del jefe 

de la familia, quien mediante atropellos no siente tranquilidad para ejercer sus funciones 

adecuadamente y teme el ser separado de su cargo en cualquier momento, bajo una modalidad 

de Terminación de contrato. 

La inestabilidad económica y emocional invade en el núcleo de la familia del funcionario 

público, los que se encuentran también en un estado de indefensión tras la adopción de la 

medida. 

Es pertinente expresar que dentro de los derechos de los trabajadores que pudieran ser objeto 

de la temática del Constitucionalismo están aquellos contenidos en los Convenios 87 y 88 de 

la Organización Internacional del Trabajo (OIT), estos derechos están consagrados en el texto 

constitucional, en conjunto con la existencia del Principio de Igualdad y No Discriminación en 

el Derecho del Trabajo. 

De igual forma se transgrede la carta de la Organización de Estados Americanos (OEA), en su 

artículo 28, proclama que todas las personas tienen el derecho de tener bienestar real y 
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desarrollo espiritual, en condiciones expresas de seguridad, libertad, dignidad, mediante sus 

labores. 

La declaración de los derechos humanos hace referencia al derecho al trabajo de todas las 

personas, de la siguiente manera, amparado en el artículo 23.  

1. Derecho al trabajo, libre elección, condiciones equitativas y satisfactorias en el empleo y a 

la protección contra el desempleo. 

2. Toda persona tiene derecho, sin discriminación alguna, a igual salario por trabajo igual.  

3. Toda persona que trabaja tiene derecho a una remuneración equitativa satisfactoria, que le 

asegure, así como a su familia, una existencia conforme a la dignidad humana y que será 

completada, en caso necesario, por cualesquiera otros medios de protección social. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



34 
 

 

 

1.2.- FORMULACIÒN DEL PROBLEMA 
 

¿Se vulnera la estabilidad laboral de los funcionarios públicos en el Ecuador con las leyes 

vigentes que los regulan, contraviniendo los derechos esenciales que respaldan la Constitución 

del Ecuador y el Plan del Buen Vivir? 

 

1.3.- SISTEMATIZACIÓN DEL PROBLEMA: PREGUNTAS DIRECTRICES 
 

 

1. ¿Cuáles son las consecuencias jurídicas que devienen de la vulneración de los derechos 

de los servidores públicos ecuatorianos? 

 

2. ¿Por qué la Constitución de la República del Ecuador reconoce y garantiza el derecho 

al trabajo? 

 

3. ¿Existe sanción para el funcionario público que cometió la irregularidad en contra de 

otro funcionario público, ya sea por desconocimiento, cuota política o abuso de 

autoridad? 

 

4. ¿Cuál sería el perjuicio que se ocasionaría al Estado ecuatoriano por no respetar un 

derecho constitucional, como es la estabilidad laboral y el derecho al trabajo? 

 

5. ¿Qué medidas se deben adoptar para precautelar la problemática? 
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1.4.- OBJETIVO DE LA INVESTIGACIÓN 

 

1.4.1.- Objetivo general 

 

 

1. Analizar un caso que representa la inestabilidad laboral del funcionario público. 

2. Relatar fundamentada mente un caso existente que se encuentra en proceso de 

Casación, en la actualidad. 

3. Exponer las consecuencias del mal procedimiento de las áreas de Talento Humano de 

las instituciones públicas 

4. Fundamentar jurídicamente el irrespeto al debido proceso y a lo que establece la ley, en 

referencia a los derechos constitucionales para los trabajadores. 

5. Identificar el problema por el cual se suscitan estas irregularidades en las entidades 

públicas. 

6. Proponer métodos para disminuir y erradicar el mal procedimiento de las notificaciones 

para las terminaciones de contratos de funcionarios públicos. 

 

 

 

 

 

 

 

 



36 
 

 

1.4.2.- Objetivos específicos 

 

1. Advertir a la comunidad y a los entes de control el mal procedimiento de las 

terminaciones de contratos en las instituciones públicas 

2. Definir los derechos constitucionales que tienen los / los trabajadores ecuatorianos, 

específicamente de las empresas estatales. 

3. Demostrar la vulnerabilidad de la estabilidad laboral de los funcionarios públicos del 

Ecuador. 

4. Detallar los hechos de un proceso judicial, en la que se encuentra inmerso un caso de 

irrespeto al debido proceso y de afectación a los derechos constitucionales. 

5. Distinguir y establecer las diferencias entre el cumplimiento de una normativa y el 

abuso con mala interpretación de la misma ley, en mención. 

6. Resumir y sintetizar los pormenores de las consecuencias que acarrean a los 

trabajadores separados de sus cargos de forma personal, familiar y social. 

7. Sugerir mecanismos, procedimientos y acciones de control para erradicar el 

procedimiento inconstitucional que se refleja en varias instituciones del Estado 

ecuatoriano, afectando significativamente al trabajador. 

8. Capacitar a los funcionarios públicos para que desempeñen un buen trabajo en el área 

de Talento Humano y así evitar que el mal procedimiento por falta de conocimiento no 

afecte a los trabajadores y al Estado ecuatoriano, evitando un perjuicio económico a 

futuro, en referencia al derecho de repetición. 
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1.5.- JUSTIFICACIÓN DEL PROBLEMA 
 

Es un problema que abarca a más de 150 mil trabajadores de la función pública, que se 

encuentran en una posición de inestabilidad laboral, lo que ocasiona que quienes fungen el 

papel de funcionario público, no se puedan proyectar con planes a largo plazo en beneficio 

propio y de quienes integran su núcleo familiar, cayendo en riesgos sociales a causa de la 

inestabilidad. 

Que la falta de trabajo en el Ecuador es el motivo principal por la cual los trabajadores acepten 

las cláusulas contractuales del aparato público, desconociendo los derechos que por la Ley la 

Constitución los ampara. 

La importancia primordial de estudiar este tema, es por implantar el respeto y al acatamiento 

de los derechos constitucionales de las y los ecuatorianos, de los tratados internacionales y de 

la Declaratoria de los Derechos Humanos. 

El aporte será la difusión y concientización de quienes integran las áreas de Talento Humano, 

para que se instruyan y no vulneren principios a falta de conocimiento, basados en un 

argumento fundamental de la legalidad o no, en el proceso de este sistema contractual, en el 

área pública. 

Es importante mencionar que la estabilidad es uno de los derechos que ampara a los servidores 

públicos, contradiciéndose evidentemente con la práctica, ya que vemos la limitación de 

derechos que se desprende de la misma Ley del Servicio Público con el contrato de servicios 
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ocasionales, advirtiendo que la terminación de la relación laboral puede darse en cualquier 

momento. 

El principio pro homine previsto con rango constitucional dentro de los artículos 426 y 427 de 

nuestra Carta Suprema manifiesta, que pues ante la duda las normas constitucionales deben 

aplicarse en el sentido que más favorezcan a las personas, respetando sus derechos y la voluntad 

que tuvo el constituyente para disponerlas, y de acuerdo con los principios generales de la 

interpretación constitucional, respetando así el principio de Progresividad de los derechos y 

garantías constitucionales de los y las ecuatorianos. 

La igual de derechos es un principio constitucional que en el Ecuador se prevalece, y por ello, 

debe existir la igualdad en las oportunidades para todas las personas. 

Es así que el ingreso a una entidad estatal como trabajador no debe ser supeditado a los 

gobiernos de turno, al equipo laboral de la dirección del momento o al agrado de quienes 

seleccionan el ingreso de una persona a laborar en una entidad pública. 

Aunque es vox populi esta problemática, no es bien recibida por las autoridades competentes, 

que justifican sus acciones y se basan y fundamentan en la ley vigente del Servicio Público, 

pero que no se encuentra concatenada con los derechos que la Constitución nos ofrece. 

Toda norma legal no debe estar en oposición con las normas constitucionales, que, por 

Supremacía de la Ley, la Carta Suprema será quien predomine y lidere en cualquier 

controversia. 

El aporte y la utilidad principal del presente trabajo investigativo, será la exposición y 

ampliación de los problemas por las que muchos ecuatorianos y ecuatorianas atraviesan y por 

temor a ser separados de sus cargos aceptan ilegalidades. 
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Su alcance principal es el Derecho Laboral, Derecho Administrativo y Derecho Constitucional, 

en beneficio de los trabajadores que desempeñan funciones públicas en entidades estatales. 

1.6.- DELIMITACIÓN DE LA INVESTIGACIÓN 
 

La delimitación del problema se enmarca en una investigación en el estudio de un caso en la 

ciudad de Guayaquil, tras una demanda planteada ante lo Contencioso Administrativo de 

Guayaquil, por un funcionario público que laboró hasta el año 2014 en el Registro Civil de 

Identificación y Cedulación del Ecuador.  

Toda la información recopilada se realizó desde el mes de diciembre del año 2017 hasta el mes 

de febrero del año 2018, en diferentes medios, físicos, judiciales, periodísticos, electrónicos y 

verbales. 

 

1.7.- HIPÓTESIS O PREMISAS DE LA INVESTIGACIÓN 
 

La finalización de los contratos de trabajo en el sector público es una situación criticada 

constantemente por los exfuncionarios de las empresas estatales, tras sentirse avasallados en 

sus derechos laborales, por la falta de argumentos que presentan las unidades de Talento 

humano para finalizar un contrato de servicios ocasionales. 

Atribuyen, que la ley de Servicio Público es inconstitucional y que vulnera derechos esenciales 

amparados en la Constitución vigente ecuatoriana, ocasionando precarización laboral el ente 

que debería brindar el ejemplo a otras instituciones privadas, por pertenecer al Estado 

ecuatoriano, por considerarlo como su más alto del deber ser y así desarrollar un progresivo 

desarrollo y respeto a los derechos laborales, dentro del marco de la dignidad, el respeto y al 

buen vivir. 
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1.8.- OPERACIONALIZACIÓN DE VARABLES 
 

 

1.8.1.- Independiente (campo de aplicación) 

 

• La existencia de contratos ocasionales en el sector público que han sido renovados 

consecutivamente por más de dos periodos fiscales a una misma persona. 

• Institución de referencia: Registro Civil del Ecuador 

• Afectado: funcionario público: Christian Enrique Bernita León 

• Ubicación: Guayaquil – Ecuador 

 

 

1.8.2.- Dependiente (Objeto de estudio) 

 

• Afectación del Derecho Constitucional a la estabilidad laboral, artículos 325, 326 y 327 

de la Carta Suprema del Ecuador, vigente. 
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CAPÍTULO II 

 

2.- ANTECEDENTES DE LA INVESTIGACIÓN 

 

2.1.- Referencial: 

 

El sentido de estabilidad laboral es la protección al trabajador por los despidos arbitrarios, 

pretendiendo limitar la libertad incondicional del empleador, sea este público o privado, 

evitando despidos arbitrarios que provocan y causan inseguridades y problemas de índole 

económico, social y familiar al trabajador, quien se basa en una única fuente de ingreso 

económico, que es su trabajo. 

Así como ya lo enunciamos anteriormente, según el artículo 28 de la OEA. Este apostolado 

internacional, regula y protege a los trabajadores de los 35 países independientes de América 

que integran la OEA, organización que incentiva la generación de empleo y de la necesidad de 

que trabajadores y trabajadoras puedan acceder a condiciones laborales dignas, con 

condiciones indispensables para superar la dramática situación de pobreza en la que se vive 

hoy, con más de 180 millones de personas en las Américas.  

Esta organización internacional indica que es preciso crear empleos estables, de alta 

productividad, con salarios y protección social adecuada, para romper el círculo de exclusión 

y desigualdad en el que se encuentra la región.  

La Conferencia Interamericana de Ministros de Trabajo (CIMT) de la OEA es el principal foro 

hemisférico de discusión y decisión política en materia laboral; como tal, en este foro se 

formulan las prioridades que guían las acciones de cooperación necesarias para enfrentar los 

desafíos laborales de la región. 
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La inestabilidad en el trabajo concatena la precarización laboral, discutida y prohibida por la 

Constitución ecuatoriana, art 327 y restringe los beneficios de mantener una estabilidad 

laborable, no solo para quien labora, sino para el empleador, que son:  

• Esencial para los proyectos ambiciosos a largo plazo 

• Favorece las políticas de formación dentro de una empresa 

• Ayuda a capitalizar la experiencia 

• Mejora la motivación de los trabajadores 

• Genera una referencia positiva para un cliente  

• Mejora psicológicamente la salud de los trabajadores 

• Ayuda a la formación de equipos  

La estabilidad laboral tiene un carácter constitucional en varios países latinos como: Argentina, 

Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Panamá, 

Paraguay, Perú. Venezuela y Ecuador. 

La Organización Internacional del Trabajo (OIT) convocada en Ginebra, también precautela la 

estabilidad laboral, art 8, que indica:  

▪ 1. El trabajador que considere injustificada la terminación de su relación de trabajo tendrá 

derecho a recurrir contra la misma ante un organismo neutral, como un tribunal, un tribunal del 

trabajo, una junta de arbitraje o un árbitro. 

▪ 2. Si una autoridad competente ha autorizado la terminación, la aplicación del párrafo 1 del 

presente artículo podrá variar de conformidad con la legislación y la práctica nacionales. 

▪ 3. Podrá considerarse que el trabajador ha renunciado a su derecho de recurrir contra la 

terminación de su relación de trabajo si no hubiere ejercido tal derecho dentro de un plazo 

razonable después de la terminación. 
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En los últimos 30 años Brasil fue el primer país en desreglamentar y flexibilizar el despido, 

mientras que en Perú y Chile las causales de despidos fueron objetivas en los temas económicos 

y estructurales, en la década del 90 Venezuela abandonó la estabilidad numérica destinada a 

mantener niveles de empleo, en la actualidad la migración de los venezolanos a otros países se 

ha intensificado por la crisis. Colombia creó un fondo de cesantía para aligerar la obligación 

de indemnizar y Colombia, Ecuador, Costa Rica, Brasil, Venezuela, Perú suprimieron el 

reintegro forzoso de trabajadores al alcanzar 10 años de antigüedad.  

Exponemos que de forma generalizada ampliamente en un aspecto macro, en diferentes países 

de América, se establecen normas que sustenten la estabilidad laboral del trabajador, sin excluir 

a la función pública. 

 

2.2.- MARCO TEÓRICO 
 

Reiteramos y recordamos que la Constitución de la República del Ecuador precautela el 

derecho al trabajo de cada uno de los ciudadanos y que es garantizado por el estado, esto se 

corrobora citando el artículo 325 de la Carta Magna en donde señala que el Estado, como tal,  

garantizará el derecho al trabajo, reconociendo las diferentes modalidades de trabajo, sean 

estas, dependientes, independientes, de auto sustento, etc,  

Para garantizar la estabilidad laboral de los trabajadores, la Constitución ecuatoriana, en el art 

327 avala y prohíbe la precarización laboral: 

“La relación laboral entre personas trabajadoras y empleadoras será bilateral y directa. Por ello 

se prohíbe toda forma de precarización, como la intermediación laboral y la tercerización en 

las actividades propias y habituales de la empresa o persona empleadora, la contratación laboral 

por horas, o cualquiera otra que afecte los derechos de las personas trabajadoras en forma 
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individual o colectiva. El incumplimiento de obligaciones, el fraude, la simulación, y el 

enriquecimiento injusto en materia laboral se penalizarán y sancionarán de acuerdo con la ley” 

(Constitución de la República del Ecuador, 2008). 

Sin embargo, debemos aclarar como antecedente que el nacimiento de los principios 

desarrollados y el marco teórico dogmático de la estabilidad laboral fue en la Constitución de 

1929: 

“El Estado protegerá especialmente al obrero y al campesino y legislará para que los principios 

de justicia, se realicen en el orden la vida económica, asegurando a todos un mínimo de 

bienestar compatible con la dignidad humana” 

Para el tratadista jurídico Guillermo Cabanellas el principio de estabilidad laboral consiste en 

que un trabajador tiene su cargo de trabajos indefinidamente, sin incurrir en faltas con 

anterioridad señaladas.   

El Objetivo número 9 del Plan Nacional del Buen Vivir 2013-2017 del Ecuador estableció que 

es un componente esencial del trabajo digno ya que garantiza ingresos permanentes al 

trabajador, lo cual es importante para la satisfacción de sus necesidades y las de su núcleo 

familiar. Resalta que esta debe ser vista como un activo de las empresas, ya que ello significa 

a la vez contar con trabajadores con experiencia integrados al proceso productivo con un alto 

compromiso laboral. La estabilidad laboral beneficia a las dos partes, al trabajador y a la 

empresa, así como a su productividad. 

Las normas a nivel laboral se contextualizan en tres niveles: Universal, regional y nacional. 

Nivel universal:  

 

a) Art. 23 de la Declaración Universal de Derechos Humanos: reconoce la calidad del 

derecho humano, la libre elección, equidad, protección, y sindicalización.  
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b) Arts. 6 y 8 del Pacto Internacional Derechos Económicos, Sociales y Culturales: 

destaca la calidad de derecho, libre elección, tutela del estado, y sindicalización;  

c) Arts. 4, 5 y 7 del Convenio 158 de la OIT: resalta la estabilidad laboral y regula los 

despidos por justa causa, así como el derecho de sindicalización:  

d) Los numerales 1 y 2 del Art. 1 del Convenio OIT: destacan el fomento del pleno 

empleo, productivo y libremente elegido:  

 

Nivel regional:  

 

e) Art. 6 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, o Pacto de San José: 

destaca la prohibición de la esclavitud, de la servidumbre, del trabajo forzoso, así como 

la afectación a la dignidad, o capacidad física e intelectual;  

f) Arts. 6, 7 y 8 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, o "Protocolo de 

San Salvador”: destaca las garantías al derecho al trabajo, estabilidad, derecho a 

indemnizaciones, y derechos sindicales;  

 

 

Nivel nacional:  

 

Se incluyeron diversas normas y garantías en términos laborales y de seguridad social 

en los artículos del 319 al 333, y concretamente en el Art. 326 se desarrollaron 

principios laborales importantísimos como los de justicia social, protector, de 

irrenunciabilidad, de intangibilidad, estabilidad, primacía de la realidad, razonabilidad 

y buena fe. A nivel de políticas públicas existió el Plan Nacional de Desarrollo, hoy: 
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Plan Nacional del Buen Vivir, que por periodos de cuatro años corresponden del 2013 

al 2017.  

De esta manera, se establece que el trabajo no puede ser concebido como un factor más 

de producción, sino como un elemento mismo del Buen Vivir y como base para el 

despliegue de los talentos de las personas.  

Este documento constituye una visión avanzada del trabajo, especialmente en la 

perspectiva del ius naturalismo.  

De lo expuesto constatamos que la vigencia de legislación internacional sobre Derechos 

Humanos a nivel de hard law como soft law, la Constitución de la República del Ecuador del 

2008, y el Plan Nacional del Buen Vivir son instrumentos normativos, legales, jurídicos 

suficientes e idóneos para garantizar el derecho al trabajo en condiciones de formalidad.  

La Corte Constitucional ecuatoriana ha concluido que existen tres efectos esenciales sobre esta 

transición hacia el Estado Constitucional de derechos y justicia:  

a) El reconocimiento de la Constitución como norma vinculante, valores, principios y reglas 

constitucionales;  

b) El tránsito de un juez mecánico aplicador de reglas a un juez garante de la democracia 

constitucional y de los contenidos axiológicos previstos en la Constitución; y,  

c) La existencia de garantías jurisdiccionales vinculantes, adecuadas y eficaces para la 

protección de todos los derechos constitucionales. 

Lo que denominamos garantismo, característica de nuestra Constitución ecuatoriana. 
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2.3.- MARCO CONTEXTUAL 
 

Los derechos del trabajador son irrenunciables, será nula toda estipulación contraria, en 

igualdad de derechos y condiciones, por lo tanto, en el área laboral no deben existir diferencias 

entre los empleados privados o públicos. Los contratos, medios que existen para la contratación 

de personal, deben estar regidos y amparados por la legislación ecuatoriana, con la finalidad 

de soslayar con los derechos de los trabajadores, esenciales como: afiliación obligatoria al 

Instituto Ecuatoriano de Seguridad Social (IESS), percibir un salario mínimo vital, de ser el 

caso, percibir horas extraordinarias y suplementarias, percibir los décimos tercero y cuarto 

sueldo, tener en goce las vacaciones al cumplir el año de labores en una misma empresa, a 

recibir los fondos de reserva, a partir del segundo año de labores en la misma entidad, percibir 

las utilidades, de ser el caso, el respeto a las licencias que indica la ley, ya sea por paternidad, 

maternidad o descanso médico obligatorio, y sobre todo la estabilidad laboral, entre otros.  

Por lo tanto, los empleadores deben acatar a cabalidad la ley  y así evitan ser sancionados por 

las autoridades competentes de control.  

El señalamiento de las leyes son los mecanismos que el trabajador tiene para hacer cumplir sus 

derechos, caso contrario, quienes se sientan afectados por alguna medida, tienen el derecho de 

presentar sus denuncias ante las autoridades pertinentes, para su respectivo estudio, 

precautelando el cumplimiento de la normativa legal en el área laboral. 
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2.4.- MARCO CONCEPTUAL 
 

1. Estabilidad:  

Es la cualidad de estable (que mantiene el equilibrio, no cambia o permanece en el 

mismo lugar durante mucho tiempo). El término procede del latín stabilĭtas. 

2. Estabilidad laboral:  

La estabilidad laboral es la protección legal contra las posibilidades de terminar la 

relación laboral; busca la permanencia del contrato de trabajo y a que el mismo no se 

extinga por una causa no prevista en la Ley. 

3. Servidoras y servidores públicos: 

Son aquellas personas que, en cualquier forma, trabajan, prestan sus servicios, ejercen 

una función dentro de una institución pública. 

4. Indemnización:  

Dicho de otra manera, la compensación por daños y perjuicios indemniza directamente 

a la víctima por importantes pérdidas sufridas.  No obstante su difusión, el término 

correcto para hacer referencia a este remedio jurídico es resarcimiento. 

5. Salario:  

Es el valor del trabajo del asalariado en el mercado de trabajo, determinado en 

un contrato de trabajo que puede realizarse en forma individual (contrato individual de 

trabajo) o colectiva (contrato colectivo de trabajo). 

6. Remuneración: 

Es la contraprestación que debe percibir el trabajador como consecuencia del contrato 

de trabajo y constituye la principal obligación del empleador.  

 

https://es.wikipedia.org/wiki/Mercado_de_trabajo
https://es.wikipedia.org/wiki/Contrato
https://es.wikipedia.org/wiki/Contrato_individual_de_trabajo
https://es.wikipedia.org/wiki/Contrato_individual_de_trabajo
https://es.wikipedia.org/wiki/Contrato_colectivo_de_trabajo
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7. Trabajo:  

El trabajo es el esfuerzo humano, físico e intelectual aplicado a la obtención de la 

producción y la riqueza, está esencialmente relacionado con la construcción y uso 

de herramientas, y por lo tanto con la técnica y la tecnología, así como con el diseño de 

los procesos de trabajo y producción. 

8. Trabajador: 

Persona que realiza un trabajo a cambio de un salario. 

9. Seguridad social: 

La seguridad social, también llamada seguro social o previsión social, se refiere 

principalmente a un campo de bienestar social relacionado con la protección social o 

cobertura de las necesidades reconocidas socialmente, como salud, vejez y/o 

discapacidades. 

10. Derechos Constitucionales: 

Son normativas jurídicas que se encuentran constituidas ordenadamente para regir en 

un Estado de derechos, denominada Ley Suprema, Constitución. Son esenciales en un 

sistema y precautelan la dignidad humana.  

11. Debido Proceso: 

El debido proceso es un principio legal por el cual el Estado debe respetar todos los 

derechos legales que posee una persona según la ley. El debido proceso es un principio 

jurídico procesal según el cual toda persona tiene derecho a ciertas garantías mínimas, 

tendientes a asegurar un resultado justo y equitativo. 

 

https://es.wikipedia.org/wiki/Herramienta
https://es.wikipedia.org/wiki/T%C3%A9cnica
https://es.wikipedia.org/wiki/Tecnolog%C3%ADa
https://es.wikipedia.org/wiki/Bienestar_social
https://es.wikipedia.org/wiki/Protecci%C3%B3n_social
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2.5- MARCO LEGAL 
 

• Constitución de la República del Ecuador 

• Ley orgánica del Servicio Público (Losep) 

• Ley de Modernización del Estado  

• Ley Contencioso Administrativo 

• Ley de Casación 

 

2.6.-ANÁLISIS DEL CASO 
 

4 / 05 / 2009 

A los cuatro (4) días del mes de mayo del año 2009, el señor Christian Enrique Bernita León 

firmó, en conjunto con la Dirección de Registro Civil, Identificación y Cedulación, 

representado, en ese entonces, por el Ingeniero José Fernando Navia Gallardo, un contrato de 

Prestación de Servicios Ocasionales, según lo disponía el art. 19 de la Codificación de la ley 

Orgánica de Servicio Civil y Carrera Administrativa y de Unificación y Homologación d las 

Remuneraciones del servicio Público. 

 

Art. 19.- Contrato de servicios ocasionales. - La prestación de servicios ocasionales por 

contrato se regirá por las normas de esta Ley y su reglamento. El personal que labora 

en el servicio civil, bajo este régimen, tendrá derecho a todos los beneficios económicos 

contemplados para el servicio civil en general. 
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Las actividades a desempeñar, de acuerdo al contrato, eran las funciones como JEFE 

CANTONAL DE DURÁN, la suma mensual de remuneración era como servidor público 2. 

Según el plazo del contrato debía durar hasta el 31 de diciembre del año 2009.  

No obstante, las labores fueron continuas hasta la firma del nuevo contrato ocasional, por 

reiteradas ocasiones. 

29 / 01 / 2010 

Representando al Registro Civil: ingeniero Héctor Paulo Rodríguez Melina. Bajo el mismo 

cargo y la misma remuneración. Plazo del contrato: al 28 de febrero del año 2010. 

15 / 03 / 2010 

Representando al Registro Civil: ingeniero Héctor Paulo Rodríguez Melina. Bajo el mismo 

cargo y la misma remuneración. Plazo del contrato hasta el 31 de diciembre del año 2010. 

20 / 01 / 2011 

Representando al Registro Civil: ingeniero Héctor Paulo Rodríguez Melina, según lo dispuesto 

en el artículo 58 de la Ley Orgánica del Servicio Público. Las funciones a desempeñar cambian 

a Servidor Público 5, asimismo, cambia la remuneración de acuerdo a la escala. Plazo del 

contrato hasta el 31 de mayo del año 2011. 

3 / 01 / 2012 

Representando al Registro Civil: doctor Javier Lozano Torres. Bajo el mismo cargo y la misma 

remuneración. Plazo del contrato: al 31 de diciembre del 2012. 

28 / 01 / 2013 

Representando al Registro Civil: doctor Javier Lozano Torres. Bajo el mismo cargo y la misma 

remuneración. Plazo del contrato: al 28 de febrero del 2013. 
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  19 / 03 / 2013 

Representando al Registro Civil: Psc. Ind. Jhonathan Richards Naranjo. Bajo el mismo cargo 

y la misma remuneración. Plazo del contrato: al 30 de abril del 2013. 

 01 / 05 / 2013 

Representando al Registro Civil: ingeniero Carlos Caicedo Valladares. Bajo el mismo cargo y 

la misma remuneración. Plazo del contrato: al 31 de agosto del 2013. 

 26 / 09 / 2013 

Representando al Registro Civil: ingeniero Lenín Rivera Llivisaca. Bajo el mismo cargo y la 

misma remuneración. Plazo del contrato: al 31 de diciembre del 2013 

 14 / 05 / 2014 

Terminación de Contrato 

La Dirección General de Registro Civil, Identificación y Cedulación, representado, en ese 

entonces, por el señor Lenín Rivera Llivisaca, notifica al señor Christian Bernita León la 

decisión de dar por terminada la relación laboral, según lo ampara el inciso sexto del art. 58 de 

la Ley Orgánica del Servicio Público, lo cual podrá constar del texto de los respectivos 

contratos en concordancia con lo establecido en el art. 146 literal f del Reglamento General a 

la ley, que se refiere a la Terminación de los contratos de servicios ocasionales. 

 

 

 
 



53 
 

 

DEMANDA 

 

Número de juicio: 9802-2014-0072 

El once de julio del año 2014 el señor Christian Bernita León demandó a la DIRECCION 

GENERAL DE REGISTRO CIVIL, ING. JORGE OSWALDO TROYA FUENTES, 

DIRECTOR PROVINCIAL DEL GUAYAS DEL REGISTRO CIVIL, PROCURADOR 

GENERAL DE ESTADO. Por sorteo de ley la competencia se radicó en el TRIBUNAL 

DISTRITAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO por IMPUGNACION DE 

RESOLUCIONES. 

El demandante argumentó que desde el 1 de febrero del 2009 laboró como servidor Público 5, 

mediante la firma de contratos de prestación de servicios ocasionales en forma ininterrumpida, 

desempeñando diferentes actividades, las cuales se hallaban descritas en los contratos que en 

forma sucesiva le hicieron firmar hasta que, el 14 de mayo del 2014, por medio de una 

notificación firmada por el señor Lenin Rivera Llivisaca, Coordinador General Administrativo 

Financiero de la Dirección General de Registro Civil, Identificación y Cedulación se le notificó 

la decisión de dar por terminada la relación laboral. 

El recurso de plena jurisdicción o subjetivo tiene como antecedente la violación de normas 

objetivas contempladas en la Constitución de la República, Ley Orgánica de Servicio Público, 

Ley de Modernización del Estado, al ser cesado intempestivamente al  puesto de trabajo, sin 

que se haya iniciado ni exista en contra un sumario administrativo alguno, que haga presumir 

la existencia de alguna infracción o violación de las normas que rigen el servicio público, 

conforme lo determina el Art. 44 de la Ley Orgánica de Servicio Público. 
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PRETENSIÓN 

 

Por los antecedentes expuestos. y de conformidad con lo que dispone el artículo 169 de la 

Constitución del Ecuador en concordancia con el artículo 38 de la Ley de Modernización del 

Estado, el literal a) del artículo 23 y el inciso segundo del artículo 3 de la Ley de la Jurisdicción 

Contencioso Administrativa: 

a.- El pago de las remuneraciones, con sus intereses, que he dejado de percibir como 

SERVIDOR PÚBLICO 5 de la DIRECCIÓN PROVINCIAL DEL GUAYAS del REGISTRO 

CIVIL, IDENTIFICACIÓN Y CEDULACIÓN, en el tiempo que dure el presente proceso y 

hasta cuando sea reincorporado al puesto público, conforme lo dispone la letra h) del artículo 

23 de la Ley Orgánica de Servicio Púbico.  

b.- La restitución del puesto de SERVIDOR PÚBLICO 5 de la DIRECCIÓN PROVINCIAL 

DEL GUAYAS, en el término de cinco días, contados a partir de la ejecutoría de la sentencia 

que anule el acto administrativo recurrido, conforme lo dispone la letra h) del artículo 23 de la 

Ley Orgánica de Servicio Público. 

 

CALIFICACIÒN DE LA DEMANDA 

 

El miércoles 16 de julio del 2014, califican la demanda como clara, completa y  que reúne los 

requisitos de Ley, por lo que se dispone que se le tramite en la forma establecida en el Capítulo 

IV y demás normas pertinentes de la Ley de la Jurisdicción Contenciosa Administrativa. 
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CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 

 

“El actor sustenta en su demanda una errada interpretación jurídica, al creer que la suscripción 

continua y simultanea de contratos de servicios ocasionales, obliga a la Dirección General de 

Registro Civil, Identificación y Cedulación a renovar continuamente su contrato o extenderle 

algún tipo de nombramiento, ésta concepción equivocada que alimenta su reclamo, colisiona 

con los principios fundamentales del ingreso al sector público, ya que contraviene el mandato 

constitucional que ordena la realización de concursos públicos de méritos y oposición para 

extender un nombramiento permanente en entidades públicas; es decir, la suscripción sucesiva 

de contratos ocasionales NO genera estabilidad laboral, ni ningún derecho subjetivo para 

reclamar, siendo el camino adecuado para obtener la estabilidad y un nombramiento 

permanente, el resultar ganador dentro de un concurso público de méritos y oposición, como 

así ya se ha pronunciado en reiteradas oportunidades la Corte Constitucional. 

Según lo prevé el artículo 16 de la Losep, para desempeñar un puesto público se requiere de 

un nombramiento o contrato legalmente expedido por la respectiva autoridad nominadora. En 

la especie nos encontramos frente al segundo de los supuestos, el cual se está debidamente 

desarrollado en el artículo 58 de la Ley Orgánica de Servicio Público. 

En atención a las disposiciones constitucionales y legales antes desarrolladas, no siendo el 

señor CHRISTIAN ENRIQUE BERNITA LEÓN, beneficiario de alguna de las clases de 

nombramientos previstas en el artículo 17 de la Ley Orgánica de Servicio Público, ni 

existiendo norma alguna que obligue a la Dirección General de Registro Civil, 

Identificación y Cedulación a contratar indefinidamente al actor, en estricta observancia 

de lo establecido en la Cláusula Novena, letra f) del Contrato de Servicios Ocasionales No. 

DTH-09-7262, que textualmente señala: “(. . .) Terminación unilateral del contrato por 

parte de la autoridad nominadora, sin que fuere necesario otro requisito previo (. . .) “, 
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en concordancia con lo preceptuado en el artículo 58, inciso sexto de la Ley Orgánica de 

Servicio Público y artículo 146 letra f) de su Reglamento, se procedió en estricto derecho a dar 

por terminada unilateralmente la relación laboral y con ello el contrato antes singularizado, 

mismo que en su debido momento fue renovado bajo las reglas del Decreto Ejecutivo número 

174 del 5 de diciembre de 2013. 

Además, indican que sin perjuicio de lo antes señalado, y que creen que pese haber demostrado 

hasta la saciedad que no existe vulneración a derecho subjetivo alguno, añaden que el señor 

CHRISTIAN ENRIQUE BERNITA LEON, no cumplía con los requisitos establecidos para 

desempeñar el cargo público que ostentaba, particular que fue debidamente advertido con 

memorando número DGRCIC-DGRH-2014-0425 de fecha 25 de marzo de 2014, suscrito por 

el ingeniero Luis Femando Fiallos Cajas, ex Director de Talento Humano; y, memorando 

número DGRCIC-DRH-2014-0586 de 29 de abril del 2014, suscrito por el doctor Henrri Pinos 

Erazo, Director de Talento Humano, particulares que de hecho y por prohibición legal expresa 

le impiden ocupar el cargo reclamado en esta demanda. 

Negativa pura y simple de los fundamentos de hecho y de derecho alegados por el actor. 

Improcedencia del recurso; Falta de derecho del actor. 

 

APERTURA DE PRUEBA 

 

El 15 de junio del año 2016 se dispone abrir la causa a prueba por el término de diez días, 

conforme lo ordena el Art. 38 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 
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AUDIENCIA DE ESTRADOS 

 

El 1 de junio del año 2016 se señala la fecha lunes 30 de enero del 2017, a las 10h00, a fin de 

que tenga lugar la Audiencia de Estrados, de ambas partes. 

 

SENTENCIA 

 

“Por lo que considerando que el actor impugna un acto administrativo por el que se le cesa en 

funciones y solicita el reintegro a su puesto de trabajo, el pago de remuneraciones dejadas de 

percibir, es decir pretende se ampare derechos subjetivos e individuales presuntamente 

negados, desconocidos o no reconocidos al cesarle en funciones, acto administrativo con el que 

considera lesionados sus derechos particulares reconocidos por la norma jurídica, estamos 

frente a un recurso subjetivo o de plena jurisdicción, conforme lo dispuesto en los artículos 1 

y 3 (segundo inciso) de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Administrativa;  

En sentencia dictada el 15 de enero de 2009, dentro del juicio asignado con el número 930-

2008-RA, la Corte Constitucional señala en la consideración cuarta: “Un acto es ilegítimo 

cuando ha sido dictado por una autoridad que no tiene competencia para ello, que no se lo haya 

dictado con los procedimientos señalados por el ordenamiento jurídico o cuyo contenido sea 

contrario al ordenamiento jurídico vigente o bien que se lo haya dictado sin fundamento o 

suficiente motivación, por lo tanto, el análisis de legitimidad del acto impugnado no se basa 

solo en el estudio de competencia, sino también de su forma, contenido, causa y objeto”.  

Por otra parte los artículos 76 número 7 letra l) y 82 de la Carta Fundamental del Estado, 

garantizan a las personas el derecho al debido proceso y a la seguridad jurídica incluyendo en 
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ellas la motivación, señalando que no existe tal motivación si en la resolución no se enunciaren 

las normas y principios en que se fundamenta y no se explicare la pertinencia de su aplicación 

a los antecedentes de hecho. Con estos presupuestos doctrinales y constitucionales, es preciso 

analizar y establecer los antecedentes legales ya que este Tribunal le corresponde juzgar la 

legalidad del acto administrativo impugnado que se ponen a su conocimiento.  

Para realizar el análisis correspondiente a la legalidad de la desvinculación laboral del actor, se 

debe considerar, en primera instancia, cuál fue el tipo de vinculación laboral que mantenía con 

la entidad accionada. El artículo 4 de la Ley Orgánica del Servicio Público establece que son 

servidores públicos todas las personas que en cualquier forma o a cualquier título trabajen, 

presten servicios o ejerzan un cargo, función o dignidad dentro del sector público. El Artículo 

228 de la Constitución de la República en concordancia con lo establecido en el literal h) del 

artículo 5 Ley Orgánica del Servicio Público, determina como uno de los requisitos 

indispensables para el ingreso al sector público el haber sido declarado triunfador en el 

concurso de méritos y oposición, salvo en los casos de las servidoras y servidores públicos de 

elección popular o de libre nombramiento y remoción. De acuerdo con el artículo 17 de la 

norma en referencia, para el ejercicio de la función pública existen los nombramientos 

permanentes, provisionales, de libre nombramiento y remoción y de período fijo. En este 

contexto, se debe dilucidar, luego del análisis de la documentación aparejada a los autos, cual 

es el vínculo laboral que mantenía el señor Christian Enrique Bernita León, con la entidad 

accionada.  

La vinculación laboral que mantenía el señor Christian Enrique Bernita León, con la entidad 

accionada, estaba sustentado en un contrato de servicios ocasionales, hecho que es ratificado 

por el propio accionante y que no ha sido desvirtuado en el término probatorio correspondiente. 
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En cuanto al acto administrativo impugnado se puede inferir que la referida comunicación lo 

único que hace es poner en conocimiento del actor sobre la aplicación de la norma antes 

referida. El contrato de servicios ocasionales que por necesidad institucional y bajo el arbitrio 

de la autonomía de la voluntad del actor se suscribió, bajo el marco jurídico vigente, puede ser 

terminado en cualquier momento, lo cual no significa que exista violación alguna al debido 

proceso o a los derechos laborales del funcionario contratado. El acto administrativo 

impugnado que goza del principio de legalidad y que ha sido expedido por autoridad 

competente, produjo los efectos jurídicos deseados por necesidad institucional.  

De tal forma que el sujeto vinculado al Estado por uno o varios contratos de servicios 

ocasionales como lo afirma la accionante, según el régimen de contratos ocasionales, aun 

cuando existiesen vicios en el contenido del contrato, la existencia de estos no supone, a ningún 

efecto, un nombramiento del que se pueda desprender derechos de estabilidad, o distintos a los 

previstos en el mismo contrato y el régimen jurídico aplicable. Es preciso señalar, que 

únicamente del nombramiento definitivo se desprende estabilidad para el servidor público.  

En el expediente de Casación 302 Publicado en el Registro Oficial Suplemento 169 de 15-jul-

2011, la Sala de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia, con respecto 

a los contratos de servicios ocasionales consideró lo siguiente: “…CUARTO. - El problema 

jurídico que se plantea está relacionado con la estabilidad laboral de los servidores vinculados 

a la función pública mediante contratos de servicios ocasionales. El artículo 19 de la Ley 

Orgánica de Servicio Civil y Carrera Administrativa, LOSCCA, señala que "La prestación de 

servicios ocasionales por contrato se regirá por las normas de esta Ley y su reglamento"; en 

desarrollo de esta disposición, el Reglamento de la LOSSCA en referencia al plazo máximo de 

duración de los contratos de servicios ocasionales, dispone en el artículo 20 que "...será el 

correspondiente al del tiempo restante del ejercicio fiscal en curso, no podrá ser renovado 

durante el siguiente ejercicio fiscal, y no se sujetará al concurso de merecimientos y oposición". 
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En el presente caso, los personeros del Consejo Provincial de Loja han infringido el régimen 

en virtud del cual los contratos por servicios ocasionales no pueden durar más del tiempo 

restante del ejercicio fiscal en curso en cada año; pues, han mantenido a la actora desde el año 

2003 con sucesivas renovaciones de este tipo de contratación, que como señala la norma son 

de carácter ocasional y no reconocen ningún tipo de estabilidad para el contratado. QUINTO: 

El referido criterio ha sido reiterado por esta Sala en varias resoluciones entre otras 37-2008, 

expedida en el juicio 149-2005 propuesto por Santana C, Municipalidad de Quito, pues, pese 

a la infracción de la entidad demandada en lo que respecta al plazo máximo de duración de los 

contratos ocasionales que celebró con la actora; sin embargo, a juicio de esta Sala, aún cuando 

el régimen jurídico aplicable a los contratos ocasionales hubieren sido infringido por la 

administración al momento de la contratación y las subsecuentes renovaciones del instrumento 

contractual, de tal infracción no se pueden derivar derecho de estabilidad para la concurrente, 

sino, únicamente, responsabilidad administrativa y/o civil del funcionario infractor que 

corresponde determinar a las autoridades de control competentes. Esto es así, porque para el 

ingreso al servicio público de conformidad con el artículo 124 de la Constitución Política de 

1998, vigente a la época del reclamo así como por los requisitos establecidos en los artículos 

6, 71 y 74 de la LOSSCA "...Tanto el ingreso como el ascenso dentro del servicio civil y la 

carrera administrativa se harán mediante concursos de méritos y de oposición ", por lo que la 

vinculación ordinaria al servicio civil, requiere nombramiento extendido por la respectiva 

autoridad nominadora y a la correspondiente posesión en el cargo de que se trate…”; 

finalmente, como se ha referido en el considerando precedente, el caso sub judice, no 

corresponde a un despido intempestivo, sino a la terminación unilateral de un contrato de 

servicios ocasionales al amparo de lo previsto en el Art. 58 de la Ley Orgánica de Servicio 

Público, por lo tanto, al carecer su pretensión de un sustento jurídico valido se la rechaza por 

improcedente. Con las razones jurídicas expuestas, analizada la prueba aportada y el criterio 
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jurisprudencial expuesto, sin necesidad de otras consideraciones, el TRIBUNAL DISTRITAL 

No. 2 DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO CON SEDE EN GUAYAQUIL, 

ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL PUEBLO SOBERANO DEL 

ECUADOR, Y POR AUTORIDAD DE LA CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA 

REPÚBLICA, rechaza la demanda presentada por el señor Christian Enrique Bernita Leon 

en contra de la Dirección General de Registro Civil, Identificación y Cedulación, ratificando 

la legalidad del acto impugnado.  

 

CASACIÓN 

 

18 de septiembre de 2017  

El auto dictado el 29 de agosto de 2017 en la presente causa es de aquellos contra los cuales 

procede el Recurso de Casación.  

El Recurso de Casación formulado por el accionante ha sido presentado dentro del término que 

para efecto establece el artículo 5 de la Ley de Casación.  

El escrito que contiene el Recurso de Casación que se analiza satisface las exigencias de rigor 

que establecen los artículos 6 y 7 de la Ley de Casación. Sin otras consideraciones, se admite 

el Recurso de Casación interpuesto, disponiéndose que se remita el expediente a la Sala 

Especializada de lo Contencioso Administrativo de la Corte Nacional de Justicia.  

La competencia se radica en la SALA ESPECIALIZADA DE LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO. 
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2.7.- HALLAZGOS JURÍDICOS 

 

2.7.1.- Violación de derechos  

 

Constitución del Ecuador, 2008: 

• Garantías Constitucionales, art 3: 

“Son deberes primordiales del Estado la garantía de los derechos sin la discriminación hacia 

ninguna persona y el efectivo goce de los derechos plasmados en la Ley Suprema y en los 

instrumentos internacionales, en particular la educación, la salud, la alimentación, la seguridad 

social y el agua para sus habitantes”. 

• Igualdad de Derechos: art 11: 

2.- Todos los ecuatorianos / as tienen el principio de igualdad, y por ello gozarán de los mismos 

derechos, deberes y oportunidades, los mismos que serán irrenunciables, inalienables, 

interdependientes e indivisibles. 

3.- El Estado adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la igualdad real en favor 

de los titulares de derechos que se encuentren en situación de desigualdad. 

• Derecho al Trabajo, art 33: 

Es primordial para las personas para mantener una vida digna, con fuentes de ingresos que 

precautelen su estabilidad familiar, base y núcleo económico primordial, justo, equitativo, 

retributivo, saludable y a libre elección. 
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Ley Orgánica del Servicio Público, art 23 

Son derechos irrenunciables de las y los funcionarios públicos:  

a) Gozar de estabilidad en su puesto… 

Debido Proceso 

Art. 76 Constitución del Ecuador 2008: 

En toda instancia judicial, en donde se determinen derechos y obligaciones de cualquier índole 

se deberá respetar las garantías básicas al debido proceso: 

Violación al Derecho Internacional: Convenios y Tratados. 

• Declaración Universal de los Derechos Humanos 1948 

“…toda persona tiene derecho al trabajo, a la libre elección de su trabajo, a condiciones 

equitativas y satisfactorias de trabajo y a la protección contra el desempleo”.  

• Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales, año 1976, 

artículo 6 

El derecho a trabajar, que comprende el derecho de toda persona a tener la oportunidad de 

ganarse la vida mediante un trabajo libremente escogido o aceptado, y tomarán medidas 

adecuadas para garantizar este derecho. Entre las medidas que habrá de adoptar cada uno de 

los Estados Partes en el presente Pacto para lograr la plena efectividad de este derecho deberá 

figurar la orientación y formación técnico-profesional, la preparación de programas, normas y 

técnicas encaminadas a conseguir un desarrollo económico, social y cultural constante y la 

ocupación plena y productiva, en condiciones que garanticen las libertades políticas y 

económicas fundamentales de la persona humana. 
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• La Organización Internacional del Trabajo (OIT) convocada en Ginebra, también 

precautela la estabilidad laboral, art 8, que indica:  

 

1. El trabajador que considere injustificada la terminación de su relación de trabajo tendrá 

derecho a recurrir contra la misma ante un organismo neutral, como un tribunal, un 

tribunal del trabajo, una junta de arbitraje o un árbitro. 
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CAPÍTULO III 
 

 

3.- MARCO METODOLÓGICO 

 

3.1.- Tipo de investigación:  

 

Por su naturaleza el contenido de la presente investigación es documental bibliográfico. Según 

el autor (Bernal, 2010, pág. 111) la investigación bibliográfica o documental “…consiste en un 

análisis de la información escrita sobre un determinado tema, con el propósito de establecer 

relaciones, diferencias, etapas, posturas o estado actual del conocimiento respecto al tema 

objeto de estudio”. 

Por lo antes expuesto, debo indicar que la recopilación de información fue de actas, leyes, 

tratados, obras jurídicas, libros, para contextualizar la investigación, presentando un análisis 

jurídico de la problemática del caso, el que denota una vulneración de derechos 

constitucionales. 

Este método se aplicó en la recopilación de conceptos en varios juristas de la materia, de 

exempleados y actuales trabajadores de la función pública que evidencian los casos de despidos 

por contratos ocasionales sucesivos 

Aplicando un método deductivo que para el autor Bernal, 2010, pág. 59, el método deductivo 

se explica lo siguiente:  

“Este método de razonamiento consiste en tomar conclusiones generales para obtener 

explicaciones particulares. El método se inicia con el análisis de los postulados, teoremas, 
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leyes, principios, etcétera, de aplicación universal y de comprobada validez, para aplicarlos a 

soluciones o hechos particulares”. 

Asimismo, el método inductivo, según el tratadista (Muñoz Razo, 1998, pág. 190) “Es un 

razonamiento que analiza una porción de un todo; parte de lo particular a lo general. Va de lo 

individual a lo universal”.  

De esta manera se estudia hechos particulares cuya relación secuencial da como resultado el 

establecimiento de conclusiones generales y universales que abarquen a todo el universo 

estudiado.  

Con el método cualitativo se estudió a profundidad los principios más importantes que protegen 

los derechos de los servidores públicos, a fin de evidenciar la vulneración de estos principios 

mediante la supresión de derechos de los funcionarios bajo la modalidad de servicios 

ocasionales. 

En referencia al método específico se utilizó el dogmático que permite la interpretación del 

derecho objetivo relacionado a la investigación del caso, es decir criticar normas jurídicas por 

cuanto se requiere la distinción entre lo que la norma dice y lo que debería decir; en este caso 

específico, la mala interpretación y el vacío en la norma jurídica frente a la estabilidad laboral 

de los funcionarios público con contratos ocasionales. 

3.2.- Investigación Histórica 

 

Al referir a (Cerda, H., 1998), Bernal explica que “…la investigación histórica significa 

estudiar y examinar los fenómenos, como producto de un determinado desarrollo, desde el 

punto de vista como han aparecido, evolucionado y llegado al estado actual…” 

Es así que se destaca cronológicamente, detalles de la historia laboral ecuatoriana y su 

evolución en el transcurso del tiempo, de acuerdo a los historiadores y tratadistas del tema. 
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3.3.- Investigación Descriptiva 

 

Como su nombre lo indica, se describe detalladamente la situación específica de un problema 

(caso específico), en donde claramente se ha detallado paso a paso, la situación de un 

funcionario público con contrato ocasional, al que no se le respetó administrativamente el 

debido proceso, vulnerando los derechos y garantías constitucionales previstas en la Carta 

Suprema del Ecuador a la estabilidad laboral y la terminación del contrato fundamentada 

jurídica y constitucionalmente. 

A una sentencia que soslaya el derecho al trabajo y la estabilidad laboral, permitiendo un 

despido arbitrario, basado meramente en la metodología, mas no en la jurisprudencia y 

legalidad de los principios constitucionales. 

 

3.4.- TÉCNICAS E INSTRUMENTOS DE INVESTIGACIÓN 

 

3.4.1.- La entrevista:  

 

Una entrevista es un diálogo entablado entre dos o más personas: el entrevistador interroga y 

la entrevistada contesta.  

Profesionales de la materia que ampliaron los conocimientos y detallaron las normas a regirse 

para contextualizar la investigación en todos sus capítulos. 
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3.4.2.- Nómina de entrevistados 

 

Nombre   Entidad donde trabaja Cargo 

Ab. Jessica Delgado S. MSP    Analista Jurídico 

Ab. Jahir  Montaño  Registro Civil   exfuncionario público 

Ab. Samuel González  Oficina jurídica  Abogado en ejercicio  

 

3.4.3.- Desarrollo de entrevistas 

 

Se realizó una entrevista a tres abogados que rindieron su opinión y criterio sobre el tema 

elegido, todo ellos son y fueron, funcionarios públicos, en diferentes entidades del Estado 

ecuatoriano. Adjunto cuadro de entrevista. 

 

3.5.- LEVANTAMIENTO DE INFORMACIÓN 
 

En la página oficial del Registro Civil, Cedulación e Identificación, dentro del parámetro de 

Transparencia, en Directorio de la institución, levantada en el mes de noviembre del año 2017, 

se identifica la cantidad de colaboradores que se encontraban hasta esa fecha con la modalidad 

de Contrato Ocasional. 

De 2119 funcionarios públicos a nivel nacional, 1250 de ellos están bajo la modalidad de 

nombramiento, los 869 trabajadores restantes tienen la modalidad de contrato ocasional.  
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De acuerdo a esta información, recopilada de una página oficial del ente público, denotamos 

que no cumplen con lo que indica la ley, infringiendo el porcentaje permitido para la 

contratación bajo los contratos de servicios ocasionales que no deberían de sobrepasar del 20% 

de la totalidad del personal de la entidad contratante, amparado por la LOSEP conforme el art. 

58 inc. 2; y que con esta medida vulnera la estabilidad laboral de los funcionarios públicos con 

contratos. 

Evidenciamos, que en orden administrativo el Departamento de Talento Humano de la entidad 

no cumple con su función, ni existe sanción por parte de los Directivos del ente para quienes 

infringen la ley. 

 

3.6.- REFORMA JURÍDICA Y APLICABILIDAD DE LA LEY FAVORABLE AL 

FUNCIONRIO PÚBLICO 
 

En el Suplemento N.- 78, con fecha 13 de septiembre del 2017, se publica en el Registro Oficial 

la LEY ORGÁNICA REFORMATORIA A LA LEY ORGÁNICA DEL SERVICIO 

PÚBLICO, en donde se sustituye el artículo 58 de la Losep por un nuevo texto. 

El literal q) del artículo 52, de la misma ley, también es remplazado y se añade el literal r) en 

el mismo articulado. (Ver Anexo Ley reformatoria). 

 

Mientras, en las disposiciones transitorias, determinan plazos específicos para: 

• Expedir las reformas al Reglamento de la Losep  

• Expedir una normativa técnica para la aplicación de las reformas y 
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• Solicitar a las Unidades de Talento Humano la elaboración de una planificación con su 

respectivo informe para pronunciarse con los concursos de mérito y oposición y 

regularizar a los funcionarios públicos que se encuentren con contratos ocasionales 

consecutivos, para la emisión de los respectivos nombramientos provisionales y 

definitivos, según sea el caso. 

La presenta reforma entró en vigencia el quince de agosto del año 2017. 
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CAPÍTULO IV 
 

 

4.- PROPUESTA DE LA INVESTIGACIÓN 
 

Los entes de control, entre ellos el Ministerio de Relaciones Laborales, deben ejecutar medidas 

de control a las autoridades de los diferentes entes estatales, para que se exija el cumplimiento 

de la ley, caso contrario, sancionar a los responsables. 

De esta manera, las ciudadanas / nos sentirán respaldo ante un sistema justo y que sus derechos 

como trabajadores, no sean menoscabados. 

Que se promueva un estricto respeto al debido proceso, para evitar demandas posteriores y 

acciones contra el Estado ecuatoriano, que se resume en perjuicio económico para el aparato 

fiscal y generar un buen manejo en la Administración pública. 

Para alcanzar estos objetivos es preciso la capacitación a quienes lideran el departamento de 

Talento Humano, quienes realizan las contrataciones y quienes ejecutan las renovaciones, que 

deben sustentar, contextualizada mente, los antecedentes y pormenores de la nueva firma 

contractual. 

De esta forma, ordenada, jerárquica y fiscalizada, se llevará un mejor control y así evitar 

vulneración de derechos y perjuicios al Estado ecuatoriano. 

Por lo antes expuesto considero, que, dentro de la Ley del Servicio Público vigente, pese a su 

reciente reforma, deben agregarse otros parámetros que beneficien al trabajador y que, sobre 

todo, precautele las garantías constitucionales. 
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Dentro de los estudiado, tanto en jurisprudencia y en las normativas, los articulados deben ser 

claros, para no dejar vacíos que ocasionen mala interpretación, en perjuicio del trabajador 

público, quien es la personal que lucha por la defensa de sus derechos adquiridos en la 

Constitución vigente, pero soslayados por la normativa Losep. 

Ante lo expuesto, señalo que debería reformarse el art 58 de la Ley Orgánica de Servicio 

Público y agregarse lo siguiente:  

1.-…Por su naturaleza, este tipo de contratos no generan estabilidad, A NO SER QUE LA 

CONTRATACIÓN DEL FUNCIONARIO PÚBLICO SE EXTIENDA 

CONSECUTIVAMENTE E ININTERRUMPIDAMENTE, en el caso de las mujeres 

embarazadas, la permanencia del contrato perdurará hasta la finalización del periodo fiscal en 

el que concluya el periodo de lactancia, de acuerdo con la ley.  

2.- ...Las y los servidores públicos que tienen suscritos contratos ocasionales tendrán derecho 

a los permisos plasmados en el artículo 33 de esta Ley. Este tipo de contratos, por su naturaleza, 

no representará estabilidad laboral en el mismo, ni derecho para la emisión de un nombramiento 

permanente, pudiendo darse por terminado en cualquier momento por alguna de las causales 

establecidas en la presente ley y su reglamento, DENTRO DEL TIEMPO POR EL  QUE 

SE  FIRMÓ EL CONTRATO OCASIONAL, SI LA INSTITUCIÓN PÚBLICA 

RENUEVA EL CONTRATO, ESTE NO SE CONSIDERARÁ UN CONTRATO 

OCASIONAL Y EL FUNCIONARIO PÚBLICO TENDRÁ EL DERECHO 

OBLIGATORIO DE INGRESAR A UN CONCURSO PÚBLICO PARA LA 

OBTENCIÓN DE NOMBRAMIENTO. 

3.- LOS REQUISITOS PARA INGRESAR COMO FUNCIONARIO PÚBLICO CON 

CONTRATO OCASIONAL SERÁN LOS MISMOS PARA PARTICIPAR EN EL 

CONCURSO DE MÉRITO Y OPOSICIÓN. EN CASO DE QUE EL FUNCIONARIO 
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PÚBLICO CONTRATADO OCASIONALMENTE, HAYA SIDO SELECCIONADO 

PARA EL CARGO, SIN RESPETAR LOS REQUISITOS ESTABLECIDOS PARA EL 

INGRESO A LA CARRERA PÚBLICA, NO SERÁ DISCRIMINADO, Y TENDRÁ LA 

IGUALDAD DE OPORTUNIDADES PARA SU PARTICIPACIÓN EN EL 

CONCURSO DE MÉRITOS Y OPOSICIÓN Y ASI OBTENER SU NOMBRAMIENTO. 
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CONCLUSIONES 
 

 

Con los antecedentes expuestos, denotamos una clara vulneración de los derechos laborales de 

los trabajadores en función pública, a quienes no se les respeta el derecho a la estabilidad del 

trabajo, incidiendo negativamente en el núcleo familiar del trabajador, al no poder plasmarse y 

proponerse metas a largo plazo, por la incertidumbre que vive por la inestabilidad en el trabajo. 

Esta precarización laboral, ha sido ilegalmente avalada por una ley que se contrapone a la 

madre de las leyes, llamada Constitución, más aún, que desde el año 2008, que se instaló la 

Asamblea Nacional Constituyente de Montecristi, en Manabí, Ecuador, se modificó un país 

con Constitución Política a un país con una Constitución garantista de derechos, y el máximo 

protector de estos derechos es el Estado ecuatoriano. 

Además, de ser avalados y protegidos por órganos internacionales, a los que el Ecuador se 

encuentra adscrito, como señal de respeto y protección a las y los ecuatorianos. 

Por lo antes expuesto, es fundamental presentar una propuesta a la Ley Orgánica del Servicio 

Público, que vele por los derechos de los trabajadores públicos, como indica la propuesta 

presentada en esta investigación, la misma que precautela los derechos esenciales y 

fundamentales del ecuatoriano que labore en una institución pública. 
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RECOMENDACIONES 
 

El sistema de contratos ocasionales no debe ser utilizado como un parámetro general y sobre 

todo principal, ya que genera un desgaste administrativo y económico para el Estado 

ecuatoriano y un desgaste económico, emocional y poco profesional para el ciudadano / 

ciudadana ecuatoriana.  

Debe establecerse un mecanismo de protección de parte de las empresas públicas en pro de los 

trabajadores en función pública y prever los trámites de contratación para que se respete el 

debido proceso. 

El Ministerio de control, de la rama, debe exigir a las Unidades de Talento Humano una prolija 

administración que determine el respeto a la ley, cumpla con los tiempos establecidos y sobre 

todo que goce de armonía con la emisión de sus reglamentos que deben respetar la norma 

madre, la Constitución. 

Con las recomendaciones detalladas, los funcionarios públicos se sentirán protegidos por el 

Estado, gozarán de una carrera profesional, que les permita ascender, profesionalizarse y sobre 

todo mentalizarse proyectos a mediano y largo plazo en beneficio de ellos, de la familia, de la 

institución pública, la sociedad y el país en general. 
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